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Resumen: Las cooperativas no constituyen un fenómeno de reciente sur-
gimiento en Cuba, sin embargo hasta el 2012 estas se limitaron solo al con-
texto agropecuario. Posterior a ese año se aprueba el marco legal básico que 
permite constituir cooperativas de objeto social distinto al agrario. Pese a esa 
extensión, consecuencia de la divergencia del marco legislativo nacional para 
una u otras cooperativas y debido a la no existencia de una Ley General de 
Cooperativas, el orden legal en esta materia en Cuba posee notables incon-
gruencias que trasciende a las instituciones jurídicas que lo conforman. Este es 
el caso de la figura del capital social cooperativo, la que no se incluye con ca-
rácter generalizador en la legislación cooperativa cubana, además de contar 
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con una exigua regulación que trasciende a sus presupuestos, a la de las apor-
taciones que la conforman y a su utilidad práctica.

Palabras clave: cooperativas; régimen jurídico; patrimonio; aportaciones; 
presupuestos; ley general de cooperativas.

Abstract: Cooperatives are not a phenomenon of recent emergence in 
Cuba, however until 2012 they were limited only to the agricultural context. 
After that year, the basic legal framework that allows for the establishment of 
cooperatives with a social purpose other than agricultural is approved. Despite 
this extension, a consequence of the divergence of the national legislative 
framework for one or the other cooperatives and due to the non-existence of 
a General Law of Cooperatives, the legal order in this matter in Cuba has no-
table inconsistencies that transcend the legal institutions that govern it. make 
up. This is the case of the figure of cooperative social capital, which is not gen-
erally included in Cuban cooperative legislation, in addition to having a mea-
ger regulation that transcends its budgets, the contributions that make it up 
and its usefulness. practice.

Keywords: cooperatives; legal regime; heritage; contributions; budgets; 
general law of cooperatives.
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I. Introducción

Desde su surgimiento y hasta el presente las cooperativas han su-
puesto un fenómeno de creciente importancia a nivel global. En su 
funcionamiento fusionan intereses sociales y patrimoniales con el pro-
pósito de garantizar su supervivencia, la de sus miembros y el interés 
por la comunidad. Esta conjugación de voluntades la convierte en una 
figura jurídica compleja.

Por consiguiente, en el entorno legal el camino en busca de la par-
ticular «identidad» de las cooperativas ha sido tortuoso, puesto que ha 
querido encuadrárseles en formas asociativas y/o societarias similares. 
A pesar de ello, estas no se corresponden de manera exacta con nin-
guna de aquellas, deben reconocerse como una forma colectiva sui 
generis. Tal es el caso de su componente empresarial- patrimonial, el 
que se organiza de manera democrática, sirve a la persona y aunque se 
fundamenta en la participación económica de los miembros no deter-
mina esencialmente su forma de retribución.

Dentro de este último aspecto, se enmarca el capital social coo-
perativo, institución que también refuerza el carácter especial de la 
cooperativa reconocido previamente, pues la aleja de otras formas co-
lectivas como las sociedades mercantiles capitalistas, resultando, a la 
vez, consecuencia del principio cooperativo de participación econó-
mica.

En Cuba el escenario no ha sido distinto. A ello se une que las 
cooperativas en el contexto nacional han tenido una presencia limi-
tada. Hasta el 2012 estuvieron restringidas al entorno agropecuario. En 
adición no se han empleado suficientemente en la práctica las aporta-
ciones al capital social como una vía real de financiamiento.

Luego del 2012, con la posibilidad de constituir cooperativas no 
agropecuarias, el marco jurídico nacional se ha complejizado puesto 
que convergen dos regímenes jurídicos divergentes dependiendo del 
sector cooperativo (agropecuario o no agropecuario). Pese a esta divi-
sión, somos del criterio que todo análisis de las cooperativas en Cuba y 
la propuesta de soluciones en pos de su perfeccionamiento deben rea-
lizarse de manera unitaria, que, aunque supone el examen de las nor-
mas jurídicas para uno u otro tipo, no debe limitarse a una de estas. En 
este contexto sería vital la aprobación de una ley general de coopera-
tivas que las regule de manera uniforme.

Recientemente el régimen legal cooperativo en Cuba ha sido nue-
vamente actualizado, aunque persiste su disparidad. Este incluye, para 
las cooperativas agropecuarias el Decreto-Ley No. 365 «De las coope-
rativas agropecuarias» de 22 de octubre de 2018 (DL  365) y el De-
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creto No. 354 «Reglamento del Decreto-Ley de las cooperativas agro-
pecuarias» de 18 de diciembre de 2018 (D 354). Por su parte, las no 
agropecuarias se regulan mediante el Decreto-Ley No. 47 «De las 
cooperativas no agropecuarias» de 6 de agosto de 2021 (DL 47) y sus 
disposiciones complementarias.

Específicamente el capital social cooperativo en estas normas jurídi-
cas no se regula de manera sistémica. Provocando extrema disparidad 
en el tratamiento de su definición, caracteres, principios y funciones. 
De igual manera, condiciona una excesiva heterogeneidad en el abor-
daje de las aportaciones, su tipología y demás presupuestos jurídicos.

Lo antes descrito, provoca incongruencias en el régimen jurídico 
del capital social cooperativo, que a su vez incide en el funcionamiento 
práctico de las cooperativas cubanas. Esto último pudo corroborarse 
mediante la revisión de los documentos internos de cooperativas de la 
provincia de Villa Clara lo que evidenció la poca relevancia que le otor-
gan las cooperativas y sus miembros a esta figura.

Tomando en cuenta las limitaciones anteriores el objetivo general 
del presente artículo estriba en:

Valorar la limitada regulación jurídica del capital social coopera-
tivo en el ordenamiento legal cubano y en los documentos internos de 
cooperativas en la provincia Villa Clara unido a su desaprovechamiento 
como fuente de financiamiento, en pos de la identificación de sus pro-
blemáticas y las vías para su superación.

II.  Análisis crítico del régimen jurídico cubano en sede de capital 
social y de aportaciones

Pese a la asimetría descrita previamente, el análisis del régimen ju-
rídico del capital social cooperativo en Cuba se realiza integralmente, 
aunque no se desconoce la distinción entre cooperativas agropecuarias 
y no agropecuarias que el propio ordenamiento posee. No obstante, lo 
anterior solo tiene un fin instrumental, pues la identificación de proble-
máticas y la propuesta de variantes para su perfeccionamiento resultan 
de forma única.

El marco jurídico cooperativo nacional en materia agropecuaria 
(DL 365 y D 354) no reconoce de manera expresa la institución capital 
social cooperativo, empero, incluye en su contenido determinados pos-
tulados que apuntan a ella.

El DL 365 parte del reconocimiento en el artículo 2.3 que la coope-
rativa «se constituye sobre la base del aporte de bienes y trabajo de sus 
cooperativistas» (art. 2.3 DL 365). En esencia, aunque no se reconoce 
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expresamente, dichos aportes conforman el capital social cooperativo. 
Sin embargo, este cuerpo legal dispone que integren el patrimonio 
(art. 33 a) DL 365).

Por su parte, las cooperativas no agropecuarias en Cuba se consti-
tuyen «a partir de la asociación voluntaria de personas que aportan di-
nero (…) bienes y derechos…» (Art. 2.1 DL 47). Pese a la ambivalencia 
de tal pronunciamiento al no delimitar el origen de tales aportes, estos 
deben emanar de los miembros y/o aspirantes a serlo, de lo contrario, 
aunque constituyen fuentes de financiamiento, no resultan forma de 
aportación.2

En cuanto a la figura del capital social cooperativo, esta norma-
tiva reconoce el llamado capital de trabajo inicial, (art. 62.1 y 3 DL 47) 
el que «puede estar constituido por el aporte dinerario inicial, crédi-
tos bancarios y otros aportes en bienes, o derechos» (art. 62.3 DL 47). 
Aunque esta figura se corresponde con el capital social,3 su noción se 
limita, erróneamente, al momento fundacional. También incluye a los 
créditos bancarios, cuestión desacertada, pues el capital se integra solo 
por las aportaciones de los miembros, aunque estos para satisfacerlas 
acudan a créditos u otras fuentes de financiamiento.

En torno a los caracteres del capital social en la legislación agro-
pecuaria, no se declaran de forma expresa. Aunque la inclusión de 
la aportación como uno los requisitos de los aspirantes a miembros, 
(art. 6 DL 365) unido a que el número de estos puede fluctuar, (art. 8 
DL 365) condiciona que las aportaciones sean también variables sin li-
mitación.

Por su parte, el DL 47 tampoco reconoce tales caracteres expresa-
mente. Sin embargo, se incluye el principio de «voluntariedad» (art.  6 
DL 47) que hace posible la libre entrada y salida de los miembros (art. 32 
a) y art. 39 g) DL 47) y condiciona la variación del capital social.

Respecto a los principios que ordenan el capital social cooperativo, 
tampoco encuentran amparo en el ordenamiento jurídico cooperativo 
nacional de manera sistematizada. En consecuencia, se afecta la fun-

2 La noción amplia de financiamiento comprende todos los recursos de distinta ín-
dole necesarios para cubrir el activo. CRACOGNA, D.: El Financiamiento de las Coope-
rativas en las legislaciones de los países del Cono Sur Americano, Boletín de la Aso-
ciación Internacional de Derecho Cooperativo, No. 37, Universidad de Deusto, Bilbao, 
2003. p. 12.

3 Al decir de marÍn hita, el legislador cubano no distingue los conceptos de pa-
trimonio y capital con la nitidez con que ambos se encuentran diferenciados… marÍn 
hita, L.: Las cooperativas no agropecuarias en Cuba, Revista de Estudios Cooperativos, 
(REVESCO), No. 115, Madrid, 2014. p. 149. Ello condiciona que no se delimiten las es-
pecificidades del capital con respecto a lo primero.
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cionalidad e integración de la figura en tanto las reglas que la delimitan 
no resultan uniformes y expresas.

Referente a la funcionalidad del capital social tampoco se reconoce 
legalmente en sede de cooperativas agropecuarias o cuanto menos re-
sulta defectuosa. Tal es el caso de la función de garantía; no se exige 
legal ni reglamentariamente la «declaración del capital social (…) como 
medida de la responsabilidad ante terceros».4 En tal sentido, estos últi-
mos no tienen en los aportes sociales una verdadera cifra para satisfa-
cer su crédito. Por otra parte, la función empresarial, tampoco se veri-
fica en este ámbito. No se exige la contribución de los aportes al capital 
social a la materialización del objeto social (art.  21 DL  365). Incluso 
puede constituirse una cooperativa agropecuaria sin que los miembros 
hayan efectuado aportaciones. Esto afecta las posibilidades de finan-
ciamiento de la cooperativa, así como la participación económica de 
los asociados. De igual manera provoca la sujeción de la cooperativa al 
cumplimiento de estrictas obligaciones pecuniarias (art. 33 D 354) pues 
la actividad cooperativizada se garantiza a través de financiamiento ex-
terno5 o con los recursos colectivos que la cooperativa sea capaz de 
producir.

Referente a la función organizativa el escenario es distinto, la apor-
tación se reconoce de manera certera como parte de los requisitos de 
los aspirantes a cooperativistas; con esta perfeccionan su derecho a 
formar parte de la cooperativa. En adición, respecto a la delimitación 
de la responsabilidad del miembro, aunque la norma no lo establece 
explícitamente, cuando ordena la responsabilidad de la cooperativa re-
gula que esta «cubre los gastos con los ingresos y responde por sus 
obligaciones» (art. 2.3 DL 365). Por ende, se colige que el cooperati-
vista solo responderá por las deudas de la cooperativa con el aporte al 
patrimonio social.

Por su parte, en la regulación legal de las cooperativas no agrope-
cuarias, las funciones del capital social cooperativo tampoco se regu-
lan de manera sistemática. No obstante, el DL 47 incluye algunos pro-
nunciamientos vinculados a esta. La norma enuncia, (art. 2.1 DL 47) el 

4 fernÁndeZ peiso, L a.: Lecturas en pro del Cooperativismo. Ante las imprescin-
dibles transformaciones económicas del socialismo cubano, Editorial Universo Sur, Cien-
fuegos, 2006. p.27.

5 Como formas que evidencian el financiamiento externo estatal a la actividad 
cooperativa podemos citar las que reconoce el Art. 17 del DL 365. De igual modo: el 
banco garantiza el financiamiento de las cooperativas mediante créditos… ramÍreZ 
crUZ, J., El sector Cooperativo en la Agricultura Cubana, Revista de Idelcoop, Volumen 
15 – No. 58, 1988, recuperado de https://www.idelcoop.org.ar, el 14 de diciembre de 
2020. p.12.

https://www.idelcoop.org.ar


La limitada regulación legal y del aprovechamiento como fuente de financiamiento… Yulier Campos Pérez

Boletín de la Asociación Internacional de Derecho Cooperativo 
ISSN: 1134-993X • ISSN-e: 2386-4893, No. 64/2024, Bilbao, págs. 185-224 

 doi: https://doi.org/10.18543/baidc.2857 • http://www.baidc.deusto.es 191

necesario equilibrio entre los dos componentes que forman parte de 
la función empresarial: trabajo y recurso patrimonial. Sin embargo, no 
se establece la cuantía mínima de los recursos en pos de garantizar tal 
proporción.

En cuanto a la función organizativa, acertadamente, los socios tie-
nen iguales «derechos y obligaciones» (arts. 6 c), 30.3 y 79 DL 47). En 
cuanto a los derechos y obligaciones y su vinculación con el capital so-
cial, la norma reconoce la obligación del miembro al momento de su 
incorporación de «realizar el aporte dinerario inicial» (art. 32 a) DL 47). 
Apropiadamente, los socios pueden realizar otros aportes «por man-
dato de la ley o voluntariamente» (art. 7 DL 47). Ello, de conjunto con 
la posibilidad de concebir en los estatutos otras obligaciones distintas a 
la prevista en la ley, (art. 32 DL 47) justifica la admisión de otros apor-
tes sin límite de tiempo.

En torno a la responsabilidad del socio y su relación con la aporta-
ción, pese a que la norma no lo declara expresamente, al reconocer la 
responsabilidad cooperativa establece que esta «responde por las obli-
gaciones que contraiga con sus acreedores con su patrimonio» (art. 2.2 
DL 47), puede colegirse entonces que la responsabilidad del socio se li-
mita, apropiadamente, al aporte.

Por otra parte, referente al acto de aportación, la normativa coope-
rativa nacional carece mayoritariamente de los presupuestos técnico- 
jurídicos esenciales que la individualizan como acto jurídico coopera-
tivo. En este sentido, no se dispone su especialidad respecto a otros 
actos jurídicos; no se define y se confunde con estos. Todo lo anterior 
afecta la singularidad y alcance del aporte como forma específica de fi-
nanciamiento.

Por último, en las normas jurídicas analizadas, no se delimita en 
qué documento se acredita la aportación. En la práctica, los aportes 
se realizan de forma convencional entre el miembro y la cooperativa 
lo que afecta su efectiva integración. De exigirse otras formalidades 
como la autorización administrativa o la inscripción registral y estas 
no ser satisfechas se consideraría nula la trasmisión (art. 67 d) Código 
Civil de la República de Cuba). Por tanto, resultaría pertinente su in-
clusión en el documento donde consta la aceptación del miembro o 
en el que se han aprobado nuevos aportes, lo que deberá adjuntarse 
al acta de constitución y en los documentos internos, ello favorecerá 
el valor probatorio del acto. Referente a la trasmisión de la titularidad 
del aporte, aunque no se concibe expresamente, ello no resultaría 
posible, pues una vez realizadas las aportaciones integran el patrimo-
nio cooperativo, no detentando el socio sobre ellas potestad indivi-
dual alguna.
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En otro orden, en relación a los efectos del aporte, la normativa 
cooperativa nacional no los reconoce de forma sistémica. En nuestra 
opinión, tales omisiones refuerzan la no valoración de la aportación 
como acto jurídico especial y, por consiguiente, la no regulación de sus 
especiales caracteres como institución jurídica.

Pese a lo descrito previamente y vinculado al pago de intereses, la 
normativa agropecuaria establece que la retribución del cooperativista 
depende únicamente del trabajo realizado (art.  41 DL  365 y art.  36 
D 354, a pesar de ello, el D 354 establece que las Unidades Básicas de 
Producción Cooperativa (UBPC) y Cooperativas de Producción Agrope-
cuaria (CPA) «pueden disponer de una parte de sus utilidades (…) para 
premiar a los aportadores» (art. 46 D 354). Es decir, los miembros pue-
den recibir una retribución económica por el aporte hecho. Esto, aun-
que no significa el pago de intereses al aporte, si constituye una forma 
de remunerarlo, ello contradice la propia identidad del capital social 
cooperativo y sus funciones en Cuba, supone una forma de mercantili-
zación de la cooperativa. A esto se une que no se delimita legalmente 
la forma para determinar el «premio» por el aporte.

También es necesario determinar el carácter de la amortización que 
reciben los miembros por las contribuciones efectuadas en las coope-
rativas agropecuarias. En este sentido, la norma no la reconoce de ma-
nera directa, aunque si incidentalmente (art. 48.2 DL 365 y arts. 59.1 
y 80 f) D 354), dentro de los derechos de los miembros, tal y como lo 
hacía su predecesora (art. 12 Ley No. 95 «Ley de Cooperativas de Pro-
ducción Agropecuaria y de Créditos y Servicios» de 2 de noviembre de 
2002). El valor de dicha amortización se determina según tasación ofi-
cial (Resolución 563 de 12 de octubre de 2018 del ministro de la agri-
cultura «Procedimiento a emplear para el avalúo de tierras y bienes 
agropecuarios») y equivale al precio en un contrato de compraventa. 
En nuestra opinión, lo anterior conduce a la confusión del aporte con 
este contrato, lo que a su vez lacera la especialidad del primero y sus 
particulares efectos.

Lo anterior se refuerza con el hecho de que en caso de baja el 
miembro de la cooperativa no tiene el derecho al reembolso del aporte 
hecho, sino solo al cobro pendiente de la amortización. Constituye esto 
último motivo de desestimulo para los cooperativistas o aspirantes a 
serlo, puesto que no recuperarán en ningún caso el valor de sus apor-
tes. Ello no resulta válido, por lo menos no de manera absoluta (art. 5 
Decreto Ley 125 «Régimen de posesión, propiedad y herencia de la tie-
rra y bienes agropecuarios» de 30 de enero de 1991).

En el caso del DL  47, no reconoce el derecho a la actualización 
del valor de las aportaciones ni la posibilidad o no de cobrar intereses. 
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Aunque en el caso de esto último, se excluye tácitamente, pues la re-
tribución del miembro solo depende del trabajo. Respecto al reembolso 
del aporte, aunque no lo incluye expresamente, esta norma dispone 
que la Asamblea General posee la facultad de «aprobar la pérdida de 
la condición de socio de la cooperativa y determinar si procede o no la 
devolución del aporte dinerario inicial al miembro que pierde esa con-
dición, con expresión de los términos y condiciones en que se realiza 
cuando así se determine» (art. 39 g) DL 47). Queda a voluntad de la 
cooperativa su reconocimiento, sin embargo, resultaría más acertada 
la inclusión legal con carácter expreso de este derecho de forma que 
se minimicen las situaciones conflictuales entre el socio y la cooperativa 
por tal motivo.

Por último, vinculado a la consideración del trabajo como requisito 
o aporte, es imprecisa la regulación nacional. En materia agropecua-
ria se concibe que la aportación pueda consistir en trabajo y en contra-
posición, otro requisito incluye la necesidad de «estar apto para reali-
zar labores productivas o de servicios» (art. 45 c) DL 365). Lo anterior, 
afecta la admisibilidad del trabajo y regulación interna por la coope-
rativa. Dicha confusión se acentúa cuando se especifican las particu-
laridades de los distintos tipos de cooperativas (arts. 5, y 7.1 DL 365). 
A pesar de esta ambivalencia, somos del criterio de que debe recono-
cerse como requisito independiente a cumplir por todos los miembros 
(art. 22 b) Constitución de la República de Cuba). El trabajo es distinto 
de cualquier contribución económica, no cumple las funciones atri-
buidas al capital social y se exige obligatoriamente de forma indepen-
diente en las cooperativas de trabajo asociado tal como se dispone en 
sede no agropecuaria (art. 32 DL 47).

En sentido general, puede sostenerse que la normativa jurídica 
cooperativa cubana carece de los presupuestos básicos de la institución 
capital social cooperativo y su integración. De igual manera, no se con-
ciben de forma ordenada las funciones, caracteres y principios del ca-
pital social lo que afecta la efectividad de la institución, ello condiciona 
que su existencia sea formal.

De conjunto con el análisis anterior también resulta pertinente la 
valoración del régimen legal en Cuba referente a los diversos tipos de 
aportaciones al capital social cooperativo, en especial las sujetas a re-
gistro público.

En este sentido, según la legislación de cooperativas agropecua-
rias la aportación puede consistir solo en «bienes o trabajo» (art. 45.1 
DL 365). Nada dispone en relación al aporte de dinero, pese a que doc-
trinal y legalmente es la aportación por excelencia. Tampoco se con-
templa la posibilidad de aportar derechos de contenido económico. 
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Ambos casos limitan sobremanera el contenido y funcionalidad del pa-
trimonio. En este orden, en las recientemente aprobadas medidas para 
dinamizar la producción agropecuaria en Cuba no se concibe la nece-
sidad de que las cooperativas agropecuarias acudan a las aportaciones 
de sus miembros como una forma de financiar sus actividades. Por el 
contrario, se prevén variantes para facilitar el financiamiento externo. 
No obstante, en estas propias medidas se prevé la necesidad de garan-
tizar el funcionamiento de las cooperativas de manera autónoma (Me-
didas 3, 10 y 23, 2021).

En torno al trabajo y su condición de requisito o aporte, tal como 
se analizó anteriormente, la regulación es imprecisa, no resulta claro si 
es un requisito independiente o es un aporte patrimonial. En tal sen-
tido, somos del criterio que ha de ser considerado como un requisito 
independiente.

Por su parte, el DL  47 y normas complementarias, respecto a las 
cooperativas no agropecuarias, disponen que se aporta dinero, bienes 
y derechos (arts. 2.1, 11 a), 17e), 23 y 62.3 DL 47). Los aportes dinera-
rios se efectúan en moneda nacional, se acreditan mediante las certi-
ficaciones bancarias al momento de comparecer ante notario público, 
a los fines de su formalización (art. 63.2 DL 47). Se exige que dichos 
aportes no se efectúen de manera directa entre el aspirante y la coope-
rativa en formación.6 Lo anterior se dispone, acertadamente, para to-
dos los aportes dinerarios, sean al momento constitutivo o posterior-
mente. Ello otorga certeza al acto celebrado. A esto se suma que, de 
manera oportuna no se prohíbe la realización de «nuevos aportes en 
efectivo» (art. 67 DL 47).

En torno al aporte de bienes y derechos, se puntualiza que estos se 
materializan por acuerdo entre el socio y la cooperativa, con la apro-
bación del Comité Gestor, el representante designado o la asamblea, 
respectivamente (arts. 23 y 63.2 DL 47). Sin embargo, en opinión del 
autor, la norma jurídica debió incluir la intervención de un tercero ex-
perto que valúe la aportación en tales casos. Ello contribuye a eliminar 
la sobre o sub valoración de tales aportes, fenómenos con importantes 
efectos negativos para la cooperativa, el aportador y los terceros acree-
dores. Además de la remisión a la legislación especial que regule di-
cho bien o derecho pues de no permitirse su transmisión el aporte no 
puede realizarse.

6 La cooperativa en formación opera desde el acto de constitución hasta el de apro-
bación del estatuto e inscripción (cuando allí se obtenga la personalidad jurídica)…re-
Yes LaVeGa, s.: Aportes para una ley de cooperativas, Fundación Friedrich Ebert, Repú-
blica Dominicana, 2012. p. 11.
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En función de lo anterior, y tomando en cuenta la pertinencia de 
tales aportes en las cooperativas se analizan las normas que establecen 
el régimen jurídico de esos bienes o derechos en Cuba.

Referente a los bienes es necesario puntualizar su tipología, agro-
pecuaria o no, de ello depende el régimen legal aplicable (art.  2 b) 
Decreto  Ley  125 «Régimen de posesión, propiedad y herencia de la 
tierra y bienes agropecuarios» de 30 de enero de 1991, DL 125). En 
cuanto a los bienes agropecuarios, se precisa que cualquiera de estos 
puede ser aportado a las cooperativas, a menos que la ley disponga 
lo contrario. Empero, tal cuestión se complejiza cuando están sujetos 
a registro público o se exige alguna formalidad para su transmisión 
(art. 108 Código Civil de la República de Cuba. Ley No. 59 de 16 de 
julio de 1987), en tales casos es necesario acudir a las normas especia-
les que los ordenan.

Vinculado a lo antes expuesto, el artículo 191 del Código Civil dis-
pone que «la transmisión de inmuebles rústicos o urbanos, de ganado 
mayor, y de otros bienes en que se requiere autorización previa de la 
autoridad competente o el cumplimiento de formalidades particulares, 
se rige por disposiciones especiales, reputándose nula la transmisión 
realizada sin cumplir estas exigencias» (art. 191 Código Civil de la Re-
pública de Cuba). En consecuencia, resulta imprescindible el análisis de 
las normas especiales que regulan tales bienes y sus formas de trans-
misión, no basta el mero reconocimiento por la normativa cooperativa. 
A tal fin, se examinan las normas especiales en materia de los bienes 
agropecuarios sujetos a registro público: tierra, ganado mayor, tracto-
res y viviendas rústicas.

Sobre la tierra, el DL 125 reconoce de manera expresa la posibili-
dad de aportación a una cooperativa, aunque la limita de forma desa-
certada solo a favor de las CPA. En este orden, exige que la transmisión 
sea por compraventa, o mediante su integración a la cooperativa y que 
comprenda la totalidad de la tierra (art. 6 y 14 DL 125).

Los requisitos que se exigen para que tal acto se materialice son: 
autorización del Ministerio de la Agricultura, sin la cual se considera 
nula la transmisión, y la liquidación previa con el Banco de los adeudos 
relativos a la explotación agropecuaria (arts.  3, 13, 16 y 17 DL 125). 
No obstante, en opinión al autor del presente trabajo, debió incluirse 
como parte de estos requisitos la voluntad de las partes que intervie-
nen en el acto, así como su formalización mediante la forma escrita.

Posterior a la autorización del acto, la cooperativa puede inscribirse 
como titular de la tierra (arts. 14, 23 a), 33 y 34 de la Resolución No. 
288 «Reglamento para el funcionamiento del Registro de la Tenencia 
de la Tierra» de 15 de mayo de 1990). Dentro de este procedimiento 
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no se incluye la obligatoriedad de aportar el documento que acredita el 
acto de aportación y que prueba la trasmisión del bien.

En segundo lugar, en torno al ganado mayor (art. 2 a) Resolución 
970 de 26 de octubre de 2016 del ministro de la agricultura) la legis-
lación especial establece que los propietarios de los mismos quedan 
obligados «a declarar en el Registro Pecuario el nacimiento, la pérdida, 
la muerte, así como la compraventa, traslado, u otro tipo de opera-
ción que conlleve traspaso de animales» (art. 6 Ley No. 1279 «De los 
Registros Pecuarios y el registro nacional de animales de razas puras 
y sus cruzamientos» de 9 de octubre de 1974). No se delimita en ta-
les normas que entender por traspaso, aunque parece ser utilizado 
como sinónimo de transmisión. Entendido así, esto ofrecería sustento 
legal, aunque de forma indirecta e inexacta para la aportación del ga-
nado a una cooperativa. En oposición a esto último, la Resolución 970 
«Reglamento para el control del ganado mayor» de 26 de octubre de 
2016 del ministro de la agricultura solo incluye como acto traslativo a 
la compraventa. Reconociéndose además que «las personas naturales 
y jurídicas que posean ganado mayor no declarado, ni oportunamente 
inscripto en el correspondiente registro pecuario, se les considera ilegí-
tima la tenencia de acuerdo con la Ley y en consecuencia se dispondrá 
su decomiso» (art. 9 Resolución 970 de 26 de octubre de 2016 del mi-
nistro de la agricultura). Por ende, la compraventa resulta la única va-
riante lícita para transmitir el ganado mayor al patrimonio cooperativo, 
no encontrando, por tanto, el acto de aportación sustento en el orde-
namiento jurídico cubano. Lo anterior limita la voluntad de los asocia-
dos y de las cooperativas, en tanto se restringe la transmisión de estos 
bienes solo a este tipo de acto jurídico. En consecuencia, no se recono-
cen las particularidades de otras vías que, como la aportación, facilita-
rían la financiación de la cooperativa y la contribución del miembro a la 
actividad económica colectiva.

Por otra parte, los tractores resultan también bienes agropecua-
rios sujetos a registro público (art.  30 Decreto- Ley  2 de 13 de di-
ciembre de 2019 «De la mecanización, el riego, el drenaje agrícola 
y el abasto de agua a los animales» (DL 2). De igual manera, se ins-
cribirán y registrarán los actos jurídicos que realice el propietario o 
poseedor legal a los efectos de adquirir publicidad y eficacia jurídica 
(art.  56 Decreto 21 Reglamento del Decreto- Ley  «De la mecaniza-
ción, el riego, el drenaje agrícola y el abasto de agua a los anima-
les»). A tales efectos, el DL 2, dispone que se inscriba «el traspaso 
de tractores entre personas naturales y entre personas jurídicas» 
(art. 31 b) DL 2). Es decir, no se establece en dicha norma cuales son 
estos actos que implican traspaso, pudiéndose incluir su aportación 
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a una cooperativa. Sin embargo, tales actos se celebran entre per-
sonas naturales o entre jurídicas, únicamente, no entre unas y otras 
(arts. 67-75 Decreto 21 Reglamento del Decreto- Ley «De la meca-
nización, el riego, el drenaje agrícola y el abasto de agua a los ani-
males»). Ello limita, en contraposición a lo anterior, la posibilidad de 
realización del aporte de un tractor a una cooperativa. No obstante, 
debería autorizarse, con tal transmisión se concibe una vía para al-
canzar la vinculación del equipo a la producción, ello se ajusta a su 
función socioeconómica y a la necesidad de elevar la producción 
agropecuaria nacional. De igual manera, la disposición está incluida 
dentro de las facultades del propietario de un bien (art.  129.1 Có-
digo Civil de la República de Cuba).

Respecto a los bienes agropecuarios, por último, resulta pertinente 
el análisis del régimen jurídico de la vivienda rústica. Estas quedan «su-
jetas a un régimen especial de traspasos, que se iguala al de la tie-
rra» (art. 1 del Decreto Ley Número 233 «Que modifica artículos de la 
Ley No. 65, Ley General de la Vivienda» de 2 de julio de 2003).

En adición a lo antedicho, en todos los casos, la aportación de bie-
nes agropecuarios genera la obligación de remunerar al miembro con-
forme al valor de lo aportado. Esto último será determinado mediante 
un procedimiento de tasación o avalúo. La Resolución No. 563 de 12 
de octubre de 2018, aprueba el procedimiento a emplear para el ava-
lúo de tierras, bienes agropecuarios y forestales, los cultivos, las cons-
trucciones, los bienes destinados a la producción agropecuaria, así 
como para las integraciones de tierras a Cooperativas de Producción 
Agropecuaria y demás actividades (Resuelvo Primero y Cuarto. Resolu-
ción No. 563 de 12 de octubre de 2018 del ministro de la Agricultura). 
Acertadamente, se prevé la intervención de un tercero experto (Anexo 
Único Resolución 366 de 24 de septiembre de 2018 de la ministra de 
Finanzas y Precios), que establezca el valor de los bienes que intervie-
nen en la actividad agropecuaria y forestal. A pesar de ello, tal procedi-
miento se limita solo a los bienes, no incluyendo a los derechos de con-
tenido económico que también expresan un valor monetario. A esto se 
une que su fundamento descansa en la determinación de la remunera-
ción al aportador y no en la fijación del valor de lo incorporado al patri-
monio colectivo.

Por otra parte, en sede de cooperativas no agropecuarias la situa-
ción también se complejiza cuando los bienes están sujetos a registro 
público o se exige alguna formalidad para su transmisión. Ellos inclu-
yen los inmuebles urbanos, entre los que se inscriben las viviendas, los 
solares yermos y las azoteas, aunque la legislación actual no permite su 
aporte a una cooperativa.
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Referente a la vivienda, esta se concibe en Cuba con un fin esen-
cialmente habitacional. En tal sentido, el «Estado socialista trabaja por 
lograr que no haya familia sin una vivienda confortable» (art. 71 de la 
Constitución de la República de Cuba y art. 1 Ley 65 «Ley General de 
la Vivienda», de 23 de diciembre de 1988). Aunque este propósito es 
el más importante, nada prohíbe que el titular de la misma realice acti-
vidades de otra naturaleza en tales inmuebles, a menos que la ley dis-
ponga expresamente otra cosa.

Vinculado al tema que ocupa el presente artículo, un propieta-
rio de una vivienda puede utilizar la misma para desarrollar activida-
des cooperativas, a tal fin el DL 47 exige que: «al momento de soli-
citar la constitución de la cooperativa, esta se acompaña, entre otros 
documentos, por los estatutos, los que incluyen el domicilio social» 
(art.  17 d) DL 47), no se delimita la naturaleza del inmueble donde 
este radicará, pudiendo ser titularidad de persona natural o jurídica. 
No se dispone, tampoco, que el inmueble se ceda o trasmita a la 
cooperativa.

Empero, su transmisión permite que esta ingrese al patrimonio co-
lectivo y ante la baja o expulsión del socio que lo aportó no crea un es-
tado de incertidumbre a la cooperativa, además de dotarla de un domi-
cilio social permanente. En nuestra opinión, esta solución resulta viable 
en el supuesto de que el aportador tenga su residencia permanente en 
un inmueble distinto al que aporta, no existe inconveniente para que 
la vivienda ingrese al patrimonio colectivo y afronte, de conjunto con 
este, las deudas sociales. Sin embargo, es necesario distinguir otro es-
cenario que también puede presentarse. Es aquel que se manifiesta 
cuando existe una coincidencia entre el inmueble que se utiliza para el 
desarrollo del objeto social cooperativo y la vivienda permanente de la 
persona. En tal caso, no resulta viable la transmisión de la propiedad 
a la cooperativa, tal bien resulta inembargable (art. 249.1 b) Ley 141 
de 28 de octubre de 2021 «Código de Procesos»), no puede utilizarse 
para responder económicamente ante terceros. Debería aportarse su 
uso, en tanto, el bien queda en el patrimonio del miembro, pero se le-
gitima su empleo por la entidad colectiva. No obstante, ambas varian-
tes exigen para su materialización una modificación legislativa.

Las normas jurídicas que ordenan la vivienda en Cuba no permiten 
la transmisión de tales inmuebles a las personas jurídicas, excepto al Es-
tado. Igual situación se manifiesta para el arrendamiento u otras for-
mas de transferencia del uso de la vivienda, la ley lo prohíbe expresa-
mente (art. 74 in fine de la Ley 65 «Ley General de la Vivienda», de 23 
de diciembre de 1988). De conjunto con lo anterior, en el caso de los 
solares yermos y la cesión de uso de azoteas, las normas jurídicas tam-
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poco reconocen la posibilidad de transmisión de estos de las personas 
naturales a las jurídicas (arts. 21 y 24 de la Ley 65). Por tanto, no es po-
sible trasmitir la titularidad o el uso de un inmueble urbano titularidad 
de una persona natural a una cooperativa, sea por aportación u otro 
acto jurídico.

Por otra parte, referente a los vehículos automotores, las normas 
que los ordenan (Decreto 320 «De la trasmisión de la propiedad de 
vehículos de motor, su comercialización e importación» de 18 de di-
ciembre de 2013 y Decreto No. 3 Modificativo del Decreto 320 «de la 
trasmisión de la propiedad» de 12 de febrero de 2020) no reconocen 
la posibilidad de su transmisión de una persona natural a una jurídica. 
Lo anterior incluye la vía contractual y cualquier otro acto jurídico, en-
tre los que se incluye a las aportaciones.

Por último, en torno a los derechos de contenido económico que 
potencialmente pueden ser aportados a las cooperativas, es perti-
nente apuntar que los que no requieren formalidad legal alguna, 
pueden transmitirse entre el aportador y la cooperativa de manera 
convencional.

Sin embargo, distinto sucede con aquellos derechos que si requie-
ren determinadas formalidades para su transmisión. Tal es el supuesto 
de los derechos de propiedad industrial, pues su inscripción posee ca-
rácter constitutivo. No obstante, su aportación es perfectamente ad-
misible tal como se concibe para otras formas colectivas como las que 
se constituyen producto de la inversión extranjera (art. 18.1 c) Ley 118 
«Ley de Inversión Extranjera», de 29 de marzo de 2014) y también 
las Micro pequeñas y medianas empresas MIPYMES (art.  22.1 De-
creto Ley 46 «Sobre las micro, pequeñas y medianas empresas» de 6 
de agosto de 2021). En consonancia con ello, las normas que regulan 
las diferentes modalidades reconocen la posibilidad al titular de un de-
recho de esta naturaleza a transmitirlos por cualesquiera de las formas 
admitidas en Derecho (arts. 8.1, 9.1 y 2, 127.1 a) y 128 del Decreto-
Ley No. 290 «De las invenciones y dibujos y modelos industriales» de 
20 de noviembre de 2011, arts.  83-89 del Decreto  No. 342 «Regla-
mento del Decreto -Ley No. 290 De las invenciones y dibujos y mode-
los industriales», de 28 de febrero de 2018, arts. 9.1, 11.1 y 2 del De-
creto Ley No. 291 «De protección de las variedades vegetales», de 20 
de noviembre de 2011, arts. 10.1 y 12. Decreto-Ley No. 292 «De los 
esquemas de trazado de circuitos integrados», de 20 de noviembre de 
2011 y arts. 77, 78.1 a) y 84 Decreto Ley 203 «De marcas y otros sig-
nos distintivos», de 24 de diciembre de 1999) y exigen como requisito 
para otorgar validez la anotación del acto traslativo en el registro co-
rrespondiente, el que incluye al aporte.
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Por tanto, luego de este análisis, puede sostenerse que el régimen 
jurídico cooperativo nacional referente a la tipología del aporte se ca-
racteriza por su asistematicidad. En el caso de las cooperativas agrope-
cuarias se se limita la aportación solo a los bienes y el trabajo. Por su 
parte, para el caso de las cooperativas no agropecuarias, la normativa 
reconoce el aporte de dinero, bienes y derechos, aunque se circuns-
cribe a precisar la aportación dineraria.

En cuanto al trabajo, las regulaciones poseen notables contradic-
ciones que lo confunden entre aportación y requisito independiente 
para ser miembro, aunque esta última variante resulta más atinada. En 
cuanto a la aportación de bienes, las normas especiales que los orde-
nan, no admiten uniformemente su admisibilidad. Ello condiciona que 
se excluyan sus especificidades técnico- jurídicas.

III.  El capital social: su limitada expresión en los documentos 
internos de cooperativas en la provincia Villa Clara, Cuba

Constatar la exigua regulación interna del capital social en coope-
rativas cubanas, específicamente en la provincia Villa Clara, resulta 
esencial, a fin de identificar sus carencias y posibles presupuestos 
para su perfeccionamiento. En pos de ello, se determinó una mues-
tra no probabilística seleccionada de forma intencional a partir de de-
terminados criterios, la elección de los elementos depende de razo-
nes relacionadas con las características de la investigación.7 Por ello, 
no constituye un por ciento válido estadísticamente pues en la pro-
vincia de Villa Clara el total de cooperativas asciende a 407, de ellas: 
Cooperativas de Producción Agropecuarias 68, Cooperativas de Cré-
ditos y Servicios 217, Unidades Básicas de Producción Cooperativas 
114 y Cooperativas no Agropecuarias ocho. (Oficina Nacional De Es-
tadísticas e Información, 2021). El fin del estudio no es la generali-
zación en términos de probabilidad.8 El procedimiento utilizado para 
escogerla fue el muestreo por cuotas, se realizó una selección inten-
cionada de las cooperativas a estudiar, tomando en cuenta su hetero-
geneidad.

7 hernÁndeZ sampieri, r.: Metodología de la investigación, Editorial McGraw-
Hill, México D.F, 2014. p. 386.

8 HERNÁNDEZ SAMPIERI, R.: Metodología de la investigación, Editorial McGraw-
Hill, México D.F, 2014. p. 386



La limitada regulación legal y del aprovechamiento como fuente de financiamiento… Yulier Campos Pérez

Boletín de la Asociación Internacional de Derecho Cooperativo 
ISSN: 1134-993X • ISSN-e: 2386-4893, No. 64/2024, Bilbao, págs. 185-224 

 doi: https://doi.org/10.18543/baidc.2857 • http://www.baidc.deusto.es 201

Gráfico 1

Distribución de la muestra

Para identificar las particularidades antes descritas se procedió al 
análisis de los documentos internos: estatutos o reglamentos. Vale 
aclarar que en el entorno cooperativo cubano existe una distinción 
entre la denominación de los documentos internos generales. En las 
cooperativas agropecuarias (reglamento interno) y las no agropecuarias 
(estatutos), aunque ambos cumplen similar objetivo debe incluirse con 
carácter general el estatuto.

Para la elección de las cooperativas se tomaron en cuenta los ele-
mentos siguientes:

— Heterogeneidad en la tipología de las cooperativas. Tal como se 
expuso, se eligieron 16 cooperativas, ocho agropecuarias e igual 
cantidad de no agropecuarias. A su vez, las cooperativas selec-
cionadas poseen diverso objeto social:

Gráfico 2

Distribución por objeto social
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— Funcionamiento por al menos 25  años, por parte de las 
cooperativas agropecuarias y ocho años, para las no agro-
pecuarias. La disparidad en el tiempo de funcionamiento de 
unas y otras cooperativas responde a la propia data de la le-
gislación que las regula. Las cooperativas agropecuarias, han 
vivenciado al menos tres normas jurídicas reguladoras del fe-
nómeno. Por su parte, las cooperativas no agropecuarias fue-
ron constituidas una vez aprobada la legislación autorizante 
en 2012.

— Accesibilidad territorial a las cooperativas. Todas las cooperativas 
seleccionadas pertenecen a la provincia Villa Clara.

— Años de experiencia y experticia de los directivos de las coope-
rativas. Los directivos que participaron como informantes claves 
poseen conocimientos en materia económica y/o jurídica, en fun-
ción del cargo que desempeñan en la cooperativa por al menos 
cinco años.

Los indicadores a verificar en el estudio fueron: identidad del capi-
tal (distinción de patrimonio), caracteres, funcionalidad e integración 
del capital social, formalidades y efectos que acompañan la realización 
de las aportaciones sociales.

El estudio arrojó los resultados siguientes:

1. Para las cooperativas agropecuarias
En el 100% de las cooperativas estudiadas no se reconoce la fi-
gura del capital social cooperativo, cuestión que se deriva de su 
no reconocimiento legal expreso. Sin embargo, en dos de las 
cooperativas (25%) se incluye expresamente a las aportaciones 
de los cooperativistas como parte del patrimonio. Dentro de este 
último, se conciben otros elementos como las cuentas bancarias, 
bienes (tierra, ganado mayor, vehículos y fondos). Todos produci-
dos por la propia cooperativa u obtenidos de terceros a través de 
los contratos correspondientes, por tanto, no constituyen aportes 
de los miembros.
De igual manera, en el 100% de las cooperativas no se conci-
ben los caracteres del capital social, ni al menos del patrimonio 
del que forma parte. Sin embargo, estos se presuponen por la 
propia actividad cooperativizada. Relacionado con ello, en una 
de las cooperativas, que a su vez incluye la aportación de los 
socios, se reconoce en su reglamento interno el principio de 
voluntariedad para la entrada y salida de los socios a la coope-
rativa, lo que trae como consecuencia la variabilidad del patri-
monio.
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Respecto a la funcionalidad del capital social, en dos de los re-
glamentos internos estudiados se concibe algún tipo de utili-
dad a las mismas. En uno de ellos se incluye que los aportes 
contribuyen a la productividad cooperativa (función empresa-
rial), son utilizados en la consecución del objeto social. Por su 
parte, en la otra cooperativa se reconoce que los aportes per-
feccionan el derecho del socio a integrar la cooperativa: es in-
dispensable el aporte de bienes de conjunto con el trabajo in-
dividual. Lo anterior demuestra la poca importancia otorgada 
a los aportes de los miembros en la generalidad de las coope-
rativas, concebidos mayoritariamente de manera formal y no 
como verdaderas vías de captación de recursos para sustentar 
la actividad colectiva. De igual manera se afecta la participa-
ción del cooperativista en la conformación del patrimonio coo-
perativo.
Referente a la integración del capital social en una de las coope-
rativas estudiadas, se incluyen las aportaciones no dinerarias ta-
les como la tierra, instrumentos de trabajo y animales. En nin-
guno de los casos se prevé la realización de aportes dinerarios. 
Esto, de conjunto con la regulación nacional, limita las opciones 
de financiamiento por la cooperativa.
Además, en una sola de las cooperativas se concibe expresa-
mente y de forma exclusiva el trabajo como requisito. En el 
resto no se declara su carácter, lo que evidencia un notable des-
conocimiento en este particular. Pese a ello, en la práctica, en 
la totalidad de las cooperativas los miembros contribuyen con 
su trabajo, reciben una remuneración por este y no se percibe 
como aportación económica, o sea, la realidad indica acertada-
mente que el trabajo es un requisito social y no un aporte patri-
monial.
Por último, en torno a las formalidades y efectos que acompa-
ñan las aportaciones, el estudio arrojó que en una de las coope-
rativas estas se realizan por acuerdo entre el socio y la coopera-
tiva. Pese a ser bienes, no se reconoce la necesidad de valuación 
por un experto. Ello contradice la regulación nacional y acre-
cienta las posibilidades de otorgar un valor errado a tales apor-
tes con las correspondientes implicaciones al aportador, la 
cooperativa y los terceros acreedores. En contraposición, en esa 
cooperativa se prevé acertadamente, que en los aportes de bie-
nes sujetos a registro público el documento donde este se mate-
rializa debe entregarse a la institución registral como prueba de 
la transmisión realizada.
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A lo antes dicho se añade que, en una de las cooperativas se 
concibe el pago según tasación oficial al socio por el aporte 
hecho. Ello entra en contradicción con el contenido de la fun-
ción organizativa del capital social según la cual el aporte no 
influye sobre los derechos de los miembros y su retribución. En 
concordancia con ello, en tres de las cooperativas (37.5%) se 
incluye en sus reglamentos internos, de manera acertada, que 
los ingresos de los miembros solo dependerán del trabajo rea-
lizado.

Tabla 1

Análisis cuantitativo del comportamiento práctico del capital social 
en cooperativas agropecuarias. Villa Clara

Indicador Frecuencia %

1 Reconocimiento del capi-
tal social

Si 0 0
No 8 100

2 Caracteres del capital social Si 0 0
No 8 100

3 Funcionabilidad Si 2 25
No 6 75

4 Integración (tipos de apor-
taciones)

Ninguna 7 87.5
Dinerarias 0 0
No dinerarias 1 12.5

5 Formalidades que acompa-
ñan los aportes

Ninguna 7 87.5

Acuerdo entre el socio y la 
cooperativa

1 12.5

Con intervención de terceros 0 0

Actualización registral 1 12.5

6 Efectos de la aportación Ningún efecto 7 87.5
Pago según tasación oficial 1 12.5
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2. Para las cooperativas no agropecuarias
En el 100% de las cooperativas estudiadas, se reconoce la ins-
titución capital social, aunque tal como lo hace la ley se le de-
nomina capital de trabajo inicial. Ello limita la institución al 
momento fundacional. Acertadamente, se concibe como uno 
de los elementos del patrimonio cooperativo, aunque no se 
reconoce en ninguno de los estatutos las características del ca-
pital.
Referente a la funcionalidad del capital social cooperativo, en 
el 62.5% de las cooperativas estudiadas, el capital posee una 
función simbólica, no cumple ninguna utilidad. Ello demuestra 
el desconocimiento de la institución y sus particulares funcio-
nes. De igual forma, se menoscaba la participación del miem-
bro en la conformación del patrimonio colectivo, la captación 
por la cooperativa de recursos que contribuyan a la consecu-
ción del objeto social y la garantía de los terceros acreedores. 
En oposición a ello, el 37.5% considera que el capital contri-
buye a la productividad de la cooperativa. En tal sentido, se 
ha utilizado para adquirir medios materiales y evitar acudir a 
créditos bancarios y sus respectivos intereses. En el caso de 
la función organizativa, el 12.5% reconoció que la aporta-
ción perfecciona el derecho del socio para formar parte de la 
cooperativa. En ninguno de los casos se reconoce la función de 
garantía.
Sobre la integración del capital social, en el 100% de los es-
tatutos estudiados y entrevistas realizadas, se concibe el 
aporte dinerario como único integrante del capital social. No 
obstante, en una cooperativa se incluyen en sus estatutos ta-
les aportes y su avalúo por una entidad ajena a la coopera-
tiva, luego de lo cual, tal valuación debe ratificarse por vota-
ción favorable del 75% de los socios en Asamblea General. 
Ese método se concibe de forma atinada para evitar la sobre-
valoración.
Por otra parte, en todos los casos se concibe, acertadamente, el 
trabajo como requisito independiente y no como aporte al capi-
tal social. En contraposición al valor simbólico que recibe el capi-
tal, se reconoce un valor esencial al trabajo, porque permite, el 
desarrollo de la cooperativa.
En torno a las formalidades que acompañaron las aportaciones 
realizadas, así como los efectos que estas produjeron, el estudio 
proporcionó lo siguiente:
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• El 100% de las aportaciones se realizaron íntegramente 
en un solo acto, a través de su depósito en una institución 
bancaria y su formalización ante notario público. Sin em-
bargo, en una de las cooperativas las aportaciones de socios 
no fundadores se conciben de manera íntegra o de forma 
fraccionada o aplazada. En este último caso, se realiza una 
aportación inicial del 30% del aporte y el resto descontán-
dose del anticipo al que tiene derecho el miembro. Ello re-
presenta una opción factible para garantizar la realización 
del aporte por parte del socio y su consecuente integración 
al capital cooperativo. Sin embargo, no se prevé en el esta-
tuto el plazo para completar dicho aporte, cuestión que de-
bió regularse para exigir responsabilidad al socio en caso de 
incumplimiento o demora.

En tres de las cooperativas investigadas (37.5%), los estatu-
tos declaran que el aporte no se devuelve en ningún caso a 
su aportador. En oposición a esto, en otras dos (25%) se re-
conoce el derecho del reembolso o devolución al socio del 
aporte, una de ellas ante la baja y la otra en la extinción de 
la cooperativa. Estas últimas variantes están en consonancia 
con el derecho de reembolso, uno de los efectos reconocidos 
al aporte. Por su parte, tres de las cooperativas (37.5%) no se 
reconoce ni una variante ni otra, cuestión esta que puede dar 
lugar a conflictos entre el socio y la cooperativa ante la baja 
del aportador o la extinción de la cooperativa. Tales conflic-
tos deberán resolverse de acuerdo a lo dispuesto en la legis-
lación cooperativa (art. 82 DL 47). Vinculado a ello, la Instruc-
ción No. 255 del Tribunal Supremo Popular, de 22 de octubre 
de 2020 dispone que «serán resueltos por los tribunales pro-
vinciales populares, mediante el proceso de lo económico, los 
conflictos entre los socios y las cooperativas con motivo de la 
disolución, liquidación y extinción de estas y la procedencia de 
la devolución del aporte dinerario inicial en el supuesto de que 
se pierda la condición de miembro y otros que se generen de 
las relaciones económicas que se producen a lo interno de la 
cooperativa, derivadas de la forma asociativa del vínculo». (Re-
suelvo Primero Instrucción No. 255 del Tribunal Supremo Popu-
lar, de 22 de octubre de 2020. Gaceta Oficial No. 60 Extraordi-
naria de 2 de noviembre de 2020).
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Tabla 2

Análisis cuantitativo del comportamiento práctico del capital social 
en cooperativas no agropecuarias. Villa Clara

Indicador Frecuencia %

1 Identidad del capital social Si 0 0
No 8 100

2 Caracteres del capital social Si 0 0
No 8 100

3 Funcionabilidad Si 2 25
No 6 75

4 Integración (tipos de apor-
taciones)

Ninguna 7 87.5
Dinerarias 0 0
No dinerarias 1 12.5

5 Formalidades que acompa-
ñan los aportes

Ninguna 7 87.5

Acuerdo entre el socio y la 
cooperativa

1 12.5

Con intervención de terce-
ros

0 0

Actualización registral 1 12.5

6 Efectos de la aportación Ningún efecto 7 87.5
Pago según tasación oficial 1 12.5

Por tanto, puede concluirse que existe una notable ausencia de 
los presupuestos correspondientes al capital social cooperativo y 
las aportaciones que lo conforman en las cooperativas incluidas 
en la muestra. Ello condiciona que se le otorgue poca importan-
cia a la institución y sus funciones, lo que provoca la preferencia 
de adquisición de financiamiento a través de fuentes externas y 
la baja participación económica de sus miembros. De igual ma-
nera, la no previsión de los efectos de la aportación condiciona 
la existencia de conflictos entre los aportadores y las coopera-
tivas.
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IV.  Propuestas para la perfección del régimen jurídico del capital 
social cooperativo en Cuba

Tomando en cuenta las limitaciones presentes en la regulación del 
capital social de las cooperativas en Cuba. Así como su escasa presen-
cia en la práctica cubana se proponen un conjunto de presupuestos 
que en opinión del autor del trabajo contribuirían al perfeccionamiento 
del régimen jurídico cooperativo nacional. De igual forma, esta pro-
puesta toma en consideración el criterio de autores nacionales e inter-
nacionales vinculados a la temática, así como la regulación del capital 
en ordenamientos foráneos.

En agosto del año 2021 se aprueban un conjunto de normas jurídi-
cas, regulatorias de actores económicos en el contexto cubano y tribu-
tarias a la modernización del modelo económico y social nacional. Es-
tas incluyen, por una parte, la actualización de la normativa en sede de 
trabajadores por cuenta propia y cooperativas no agropecuarias y por 
otra se reconoce la posibilidad de constituir micro, pequeñas y media-
nas empresas (MIPyMES) estatales y privadas de naturaleza mercantil 
asumiendo la forma de sociedades capitalistas de responsabilidad limi-
tada.

Específicamente, la creación de MIPyMES privadas constituye la me-
dida más radical en el proceso. A su vez, esto último tiene especial tras-
cendencia respecto al fenómeno cooperativo puesto que «llega así el 
oportuno fundamento para autorizar la creación de empresas privadas 
bajo formas jurídicas de naturaleza lucrativa. De esta forma, desapare-
cería la necesidad de aquellos que han usado a las cooperativas para 
encubrir este tipo de actividad económica.9 Se reduce de esta manera 
la necesidad de asumir la forma cooperativa para esconder formas so-
cietarias capitalistas. Por tanto las cooperativas que se constituyan a 
partir de ese momento responderán en mayor medida a los verdaderos 
intereses identitarios del fenómeno. En pos de ello, es imprescindible 
incluir en las normas jurídicas generales e internas las diferencias de las 
cooperativas con estas formas asociativas, ello incluye, los específicos 
caracteres en materia económica.

No obstante, y pese a la trascendencia del marco legal aprobado, 
en materia de cooperativas este se circunscribe a los sectores no agro-
pecuarios, por tanto, no se superan totalmente las incongruencias y 
limitaciones jurídicas descritas previamente. Ello continúa siendo el 

9 rodrÍGUeZ mUsa, o. Y hernÁndeZ aGUiLar, o.: Unificación del sector coope-
rativo cubano. Apuntes críticos a la luz de los principios cooperativos, CIRIEC-España, 
Revista Jurídica de la Economía Social y Cooperativa, No. 37, Valencia., 2020. p. 88.
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primer obstáculo que desde el orden legal afecta el funcionamiento 
sistémico de las cooperativas en Cuba y la inclusión de presupuestos 
unitarios en sede de capital social cooperativo. Por tanto, resulta vi-
tal la aprobación de una única Ley General de Cooperativas que reco-
nozca las instituciones cooperativas de forma unitaria y que a su vez 
se interconexione sistémicamente con el resto del ordenamiento na-
cional.

Tal como refiere cracoGna resulta más conveniente la existencia 
de una sola ley general referida a toda clase de cooperativas, pues de 
esa manera se afirma el carácter único y común de todas ellas, aunque 
contenga disposiciones especiales para determinadas clases en particu-
lar.10 La existencia de una única ley suprime las posibles contradiccio-
nes o superposiciones que podrían producirse entre diferentes leyes,11 
tal como ha sucedido en Cuba, en especial en materia de capital social 
cooperativo.12

Tomando en cuenta la pertinencia de esta ley única, los presupues-
tos que aquí se proponen se estructuran sobre referentes jurídicos uni-
tarios con vistas al diseño del capital social cooperativo y sus elementos 
de forma exclusiva. Por ende, estos últimos contribuyen a que la nor-
mativa cooperativa general e interna se adecue a la naturaleza jurídica 
especial del fenómeno en el contexto nacional con vistas al fortaleci-
miento de su identidad respecto a otros fenómenos asociativos.

De igual forma, estos presupuestos propuestos conciben el aprove-
chamiento de la regulación interna para incluir cuestiones referidas al 
capital social a partir de su no regulación en las normas jurídicas gene-
rales. En tanto es recomendable y necesario que la auto-regulación se 
enfoque en suplir las carencias existentes.13 De igual forma, lo anterior 
robustece la necesaria relación entre la norma jurídica cooperativa, los 
estatutos y los reglamentos internos.

Específicamente, los presupuestos que se proponen son: definición, 
características, principios y funcionalidad del capital social. A ello se 
suma la aportación, su naturaleza, caracteres, efectos e integración. El 
diseño de estos presupuestos tributa a la autonomía económica- fun-

10 CRACOGNA, D.: Estado, cooperativas y legislación cooperativa en la hora actual, 
Boletín de la Asociación Internacional de Derecho Cooperativo, No. 47, Universidad de 
Deusto, Bilbao, 2013. p. 116.

11 HENRY, H.: Orientaciones para la legislación cooperativa, Organización Interna-
cional del Trabajo (OIT), 2da Edición, Ginebra, 2013. p. 67.

12 CAMPOS PÉREZ, Y.: Presupuestos teórico-jurídicos del capital social de las coope-
rativas en Cuba: apuntes para un debate, Boletín de la Asociación Internacional de De-
recho Cooperativo, No. 58, Universidad de Deusto, Bilbao, 2021. p. 50. 

13 rodrÍGUeZ mUsa, o. Y hernÁndeZ aGUiLar, o.: Op. Cit., p. 121
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cional de las cooperativas y a la superación de las carencias legales en 
torno a esta institución jurídica.

En primer orden, en torno a la definición del capital social coope-
rativo es esencial su reconocimiento expreso en el ordenamiento jurí-
dico cubano. En tal sentido, aunque es cierto que se pueden constituir 
cooperativas donde no se exijan aportes al capital social es aconsejable 
su realización cuando la actividad económica va a perdurar en el tiem-
po.14 Además, con los aportes se favorece el compromiso individual de 
los miembros en trabajar colectivamente.15

La definición de capital social cooperativo debe incluir:

— Carácter subjetivo del aportador.
El capital social cooperativo se conforma solo por las aportacio-
nes de los miembros. El resto de los activos patrimoniales titula-
ridad de la cooperativa no cumple con el rasgo de subjetividad 
que este exige. Esto no significa que para satisfacer los apor-
tes el miembro no acceda a fuentes externas de financiamiento 
como el crédito bancario.
Esto último, constituye una variante imprescindible para estimu-
lar la constitución y expansión de las cooperativas. En un con-
texto económico diversificado es esencial que las cooperativas 
actúen en igualdad de condiciones con otras empresas econó-
micas, por tanto «deben tener asegurada la posibilidad de ac-
ceder a los mecanismos de financiación bancaria y de cualquier 
otro tipo, de la misma forma que aquéllas».16 Sin embargo, am-
bas fuentes de financiamiento no deben confundirse. Específica-
mente en el supuesto descrito previamente, el que accede al fi-
nanciamiento no es la cooperativa sino el miembro o aspirante 
a miembro puesto que es el que tiene una obligación pecuniaria 
que debe satisfacer.

— Reconocimiento de la naturaleza de activo patrimonial del capi-
tal social.
El capital social cooperativo, conforma uno de los activos del pa-
trimonio cooperativo y así debe ser reconocido legalmente en 
Cuba. Luego de su integración, la cooperativa puede disponer 
de este como un recurso propio. En consecuencia, la normativa 

14 FAJARDO GARCÍA, G.: Orientaciones y aplicaciones del principio de participación 
económica, CIRIECEspaña, Revista Jurídica de la Economía Social y Cooperativa, No. 27, 
Valencia., 2015. p. 211.

15 campos pÉreZ, Y.: Op. Cit., p. 51.
16 CRACOGNA, D.: Op.Cit. p. 120.
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jurídica cooperativa ha de reconocer que «el concepto de capital 
social ha de distinguirse del de patrimonio social, es tan solo uno 
de sus elementos. La diferencia es cualitativa y cuantitativa.

— Variabilidad.
La inclusión de la variabilidad en la definición del capital, se pre-
supone como consecuencia del principio de membrecía abierta 
y voluntaria (En Cuba reconocido como principio de voluntarie-
dad). Ello contribuye a la identidad jurídica de la figura frente a 
su par mercantil. En consecuencia, trasciende a la propia identi-
dad de la cooperativa.

— Contribución a la identidad cooperativa.
El capital fortalece la singularidad económica de la coopera-
tiva. De igual manera, refuerza su carácter empresarial. Si bien 
es cierto, que la primacía de las personas y el fin social so-
bre el capital es uno de los principios fundamentales de las 
cooperativas,17 esto no debe suponer la eliminación del capital 
social cooperativo sino el fortalecimiento de su carácter instru-
mental.

— Forma de materialización del principio de participación económica.
Vinculado a lo antedicho, constituye un imperativo el recono-
cimiento legal del principio de participación económica de los 
miembros. Los actuales principios reconocidos en la legislación 
cooperativa nacional no alcanzan la amplitud ni la singularidad 
del principio de participación económica. Su inserción deberá in-
cluir las dos aristas que garantizan su materialización. La primera 
hace referencia al capital (en un sentido amplio), su conforma-
ción, titularidad y compensación. La segunda se refiere a los re-
sultados del ejercicio y en particular a su distribución.18 Su inser-
ción en el ordenamiento jurídico cubano, serviría de sustento al 
diseño de la estructura económica- patrimonial de la cooperativa 
en Cuba.
En otro orden, como características del capital social coopera-
tivo, es necesario reconocer la variabilidad e ilimitación.

— Variabilidad
La variabilidad del capital social cooperativo es su nota distintiva 
básica, y como tal ha de ser reconocida legalmente. Aunque el 

17 cermeLLi, m. Y LLamosas trÁpaGa, a.: Objetivos de Desarrollo Sostenible, 
crecimiento económico y trabajo decente: las cooperativas como una vía para la conse-
cución de los objetivos, Boletín de la Asociación Internacional de Derecho Cooperativo, 
No. 59, Universidad de Deusto, Bilbao, 2021. p. 356.

18 FAJARDO GARCÍA, G.: Op. Cit., p. 209.
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carácter variable del capital social cooperativo resulta, en parte, 
consecuencia de la voluntariedad, no solo depende de ello. Tam-
bién fluctúa por la exigencia de nuevas aportaciones obligatorias 
posteriores a la constitución de la cooperativa y la realización de 
aportaciones voluntarias.
Vinculado a la variabilidad, resulta pertinente, y dado el carácter 
simbólico que hoy posee el capital social cooperativo en la prác-
tica cubana actual, la inclusión del capital mínimo. Ello se justi-
fica en tanto, coadyuva al reforzamiento de la funcionabilidad 
del capital social. En este sentido, resulta oportuna su delimita-
ción estatutaria, de acuerdo a la heterogeneidad en la tipología 
de las cooperativas nacionales, aunque sobre criterios objetivos 
que garanticen la operatividad real de aquellas.

— Ilimitación
En adición a lo anterior, la ilimitación constituye otra de las ca-
racterísticas que debe formar parte de los presupuestos legales 
del capital social cooperativo en Cuba. Dicha ilimitación aunque 
también resulta consecuencia del principio de voluntariedad, ha 
de ser incluida como rasgo expreso.
Por tanto, con la inclusión del capital mínimo estatutario, se pro-
pone la fórmula de la variabilidad e ilimitación condicionadas. 
Con esta variante se materializa una forma de autorregulación 
de las cooperativas en Cuba, en tanto no es el Estado a través 
de las normas jurídicas al que le corresponde establecer una ci-
fra de capital. Esto favorece el diseño de capital a la medida, en 
función al objeto social cooperativo. Por consiguiente, no resulta 
necesaria una modificación legal que ampare su inclusión, la 
propia cooperativa podrá concebir su capital social mínimo.
En otro orden, respecto a los principios del capital social coope-
rativo los presupuestos incluyen las siguientes reglas: integridad, 
desembolso mínimo, realidad, unidad, efectividad y determinación.

— La integridad condiciona que el capital social sea suscrito total-
mente, y así debe ser; cada uno de los miembros o aspirantes debe 
realizar las aportaciones a las que está obligados. Cuestión que 
debe incluirse en los deberes sociales y no solo como requisito para 
ser miembro, pues no solo tienen lugar en la etapa de afiliación.
A pesar de lo antes dicho, no significa que dichas aportaciones 
han de ser integradas en un único momento. Esto presupone la 
existencia del segundo principio, el desembolso mínimo.

— Desembolso mínimo
Este determina que una parte del capital social debe ser inte-
grado en un solo acto. Tal cifra debe ser aprobada por la propia 
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cooperativa a través de sus estatutos en uso a su función auto-
rregulatoria. Esto se vincula directamente con la naturaleza esta-
tutaria del capital mínimo. Sin embargo, resulta oportuno esta-
blecer un límite temporal estatutario para la integración de tales 
aportes, ello garantiza su realización de manera efectiva y con-
diciona la posibilidad de exigir responsabilidad ante la mora del 
aportador. Elemento este último que debe ser concebido como 
una obligación del miembro, en tanto no solo es necesario que 
la aportación se realice sino también que se haga en el plazo 
previsto.
Si el miembro no ha podido satisfacer el aporte obligatorio que 
le viene impuesto en el tiempo previsto podrá solicitar, previo 
acuerdo de la cooperativa, que se le descuente de sus ingre-
sos periódicos el valor de tal aportación. Caso contrario, podrá 
recibir su retribución de manera íntegra y satisfacer sus apor-
tes en los términos que previamente se hayan definido. En caso 
de mora deben delimitarse consecuencias pecuniarias y/o disci-
plinarias por el retraso. Estas pueden derivar en la firma de un 
acuerdo de integración del aporte, donde se establezcan los pla-
zos y las cuantías para cumplir su obligación.
El procedimiento para la efectiva integración del aporte, así 
como los plazos y vías de realización luego del desembolso mí-
nimo han de ser objeto de regulación reglamentaria interna. 
Este procedimiento se ajusta al objeto de los reglamentos inter-
nos cooperativos. Ello implica que dicho procedimiento podrá 
variarse y ajustarse por acuerdo de la cooperativa sin necesidad 
de modificación de los estatutos.
El reglamento interno ofrece una variante de regulación pro-
pia de igual efectividad que el estatuto a lo que se suma que su 
aprobación y modificación no está sujeto a similares exigencias 
que aquel. El órgano que debe aprobar dicho procedimiento es 
la Asamblea General en tanto es órgano de mayor jerarquía en 
la cooperativa, aunque en determinadas situaciones que lo justi-
fiquen puede delegar esta función en el órgano administrativo.

— Otro principio que ha de ordenar el capital social es el de rea-
lidad. Debe reconocerse legalmente que el capital social y las 
aportaciones que lo conforman tengan una existencia cierta. En 
este sentido, los aportes han de ser incluidos dentro de los regis-
tros contables de la cooperativa.
Derivado del principio de realidad, las aportaciones deben ser le-
galmente posibles. Ello supone que en el caso de aportaciones 
que requieren la observancia de determinadas formalidades es-
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tas sean satisfechas, de lo contrario serían nulas. (Art. 191 Có-
digo Civil de la República de Cuba). En consecuencia, aunque se 
apruebe una Ley General de Cooperativas esta no agotaría to-
das las materias que resultan de aplicación a las cooperativas. 
Por tanto, de conjunto con esta ley es necesario que el Estado 
apruebe un entorno legal favorable para las cooperativas, no es 
suficiente que la ley específica las potencie. De nada sirve reco-
nocer con carácter amplio la aportación si luego las normas re-
gulatorias de tales aportes no permiten su realización.

— Por otra parte, el principio de unidad exige que el capital sea 
uno solo, lo que debe ser reconocido legalmente. Pese a que la 
cooperativa tenga secciones u otras formas de organización, res-
ponde de manera íntegra con todo su patrimonio, dentro del 
que se incluye la cifra del capital social.

— La efectividad, también debe ser reconocida en la legislación na-
cional. Esta posibilita que exista una correspondencia entre la ci-
fra del capital social cooperativo y el valor activo del patrimonio. 
De esta manera, el capital actúa como límite mínimo del activo 
patrimonial, el que no podrá descender más allá de tal cifra. Ello 
tiene una connotación especial para los acreedores, al constituir 
el capital social uno de los aspectos del estatuto y estos ser pú-
blicos, garantizan su conocimiento por terceros, los que encuen-
tran en tal cifra una garantía de existencia patrimonial.

— Por último, resulta pertinente incluir el principio de determina-
ción. Con la inclusión del capital en los estatutos se favorece la 
materialización de este principio.
En otro orden, tomando en cuenta, las limitaciones jurídicas en 
la funcionalidad del capital social en Cuba, es imprescindible de-
limitar los presupuestos básicos en torno a las tres funciones clá-
sicas del capital social: garantía, organizativa y empresarial.

— La función de garantía se fortalece con la inclusión del capital 
mínimo en los estatutos. No obstante, dicha función puede ro-
bustecerse con la fijación de una cifra de capital mayor que el 
capital mínimo, este es solo el límite. Por tanto, resulta necesa-
rio el establecimiento en las normas jurídicas de pautas objeti-
vas para el diseño del capital social de acuerdo al objeto social. 
Es decir, la Ley General de Cooperativas exigirá que las coopera-
tivas establezcan un capital mínimo estatutario estructurado so-
bre criterios económicos veraces: estos últimos pueden incluir, 
por ejemplo, el objeto social cooperativo, el número de socios, 
el volumen de actividad previsto, la moneda en que se opera y el 
territorio donde se prestan las actividades.
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— Por su parte, la función organizativa también deberá incluirse le-
galmente, aunque con determinadas limitaciones. En tal sentido, 
debe reconocerse el principio de un socio un voto o igualdad. 
De igual manera, ha de admitirse que las aportaciones delimitan 
la responsabilidad de los socios por las deudas de la cooperativa, 
pues estas asumen la variante de la responsabilidad limitada. 
También debe incluirse el derecho al ingreso a la cooperativa o 
su mantenimiento y la posibilidad de actualizar sus aportes.
Sin embargo, no debe subordinarse la existencia de ningún be-
neficio patrimonial a la realización del aporte, ni al ejercicio de 
los derechos económicos y políticos por los miembros. Deberá 
eliminarse la amortización económica por el aporte hecho pre-
vista en la legislación para las cooperativas agropecuarias, así 
como lo referido al premio a los aportadores.

— Por último, referente a la función empresarial, el capital social 
valida la necesidad de la cooperativa de contar con recursos eco-
nómicos que posibiliten satisfacer sus intereses y los de las per-
sonas que la integran. En este orden, la contribución del capital 
social a la consecución del objeto social es no exclusiva pues este 
último se garantiza con todos los recursos patrimoniales y perso-
nales con que cuenta la entidad.
En otro orden, respecto al aporte, los presupuestos que incluye 
la propuesta se refieren a:

• El acto de aportación: su naturaleza, caracteres y efectos.
La aportación debe concebirse como un acto jurídico coo-
perativo. Acto jurídico, en tanto la voluntad individual se or-
dena sustancialmente por las normas cooperativas internas, 
o generales. Las normas cooperativas establecen la forma de 
realización del aporte, el plazo de integración, su contenido 
y efectos. A esto se añade, que como acto cooperativo sus 
efectos son sustancialmente distintos a los que se originan 
cuando la aportación se realiza en otras formas colectivas.
También la aportación debe concebirse como un acto necesa-
rio y contribuyente a la materialización del objeto social coo-
perativo. La cooperativa encuentra en tales aportaciones una 
forma esencial para el desarrollo económico- social de su acti-
vidad. Ello se relaciona directamente con la función empresa-
rial del capital social cooperativo.
Además, las aportaciones deben incluirse como acumulables, 
determinables, divisibles y diferentes unas de otras. Son acu-
mulables porque un miembro puede realizar una o más apor-
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taciones y como tal puede acreditarlas. Aunque en esencia, lo 
que se transmite es la documentación que acredita el aporte, 
pues este último ya es parte del patrimonio cooperativo. La 
Asamblea General de la cooperativa podrá aprobar o dene-
gar la trasmisión de los aportes. No obstante esta posibilidad, 
esta agrupación deberá limitarse puesto que, ante la salida de 
un socio titular de varias aportaciones al que se le reconoce el 
derecho de reembolso, puede ponerse en riesgo la estabilidad 
económica de la cooperativa y la garantía ante terceros acree-
dores.
En este sentido, deben establecerse límites a la acumulabili-
dad del aporte y, en consecuencia, a su transmisibilidad. Es-
tos cotos se refieren a que el miembro tendrá que transmitir 
la aportación a personas que posean determinadas caracterís-
ticas y no a quién él desee, debe comunicarlo a la cooperativa 
a través de su órgano administrativo. Además, la cooperativa 
deberá regular un procedimiento específico para que otros 
cooperativistas puedan adquirir las aportaciones que se de-
sean transmitir y por último, un límite cuantitativo en los tér-
minos que se fijen en los estatutos.
Además, debe establecerse que las aportaciones, en espe-
cial las no dinerarias, deben ser perfectamente identificables. 
También la aportación puede dividirse, en tanto su objeto lo 
permita sin que afecte su integridad. Por último, no debe exi-
girse la igualdad de la aportación.
Otro de los presupuestos se refiere la necesidad de concebir 
los efectos del aporte. Primero debe reconocerse como parte 
del derecho del aspirante o miembro a formar parte y/o per-
tenecer a la cooperativa. Al concebirse la aportación con ca-
rácter obligatorio, su realización condiciona su permanencia 
en la cooperativa.
En segundo lugar, el derecho a la actualización de las apor-
taciones. Ello favorece al aportador y a la cooperativa. Con la 
actualización ambos sujetos disponen del valor ajustado de la 
aportación luego del paso del tiempo.
Por último, se incluye el derecho al reembolso de la aporta-
ción como la posibilidad del miembro de recibir el valor de 
su aporte ante su baja o la extinción de la cooperativa. Sin 
embargo, la ley deberá regular que en determinados casos 
se puede rehusar o retrasar la devolución del aporte cuando 
el reembolso ponga en peligro la estabilidad colectiva o por 
interés social. En este caso se ubican aquellos bienes o de-
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rechos que poseen un régimen especial de transmisión en 
Cuba, tal es el caso de la tierra y la vivienda, por ejemplo. En 
tal situación, no debe la cooperativa por sí misma aprobar el 
reembolso del aporte, sino que deberá incorporarse la necesi-
dad de autorización por una entidad gubernamental que va-
loraría la pertinencia o no de tal acto. El órgano gubernativo 
dependerá del bien o derecho objeto de reembolso.

• Tipos de aportaciones.
Vinculado a la tipología del aporte la propuesta incluye su 
forma de realización y las formalidades que las acompañan.
Primero, en torno a la tipología de las aportaciones deberán 
reconocerse expresamente en las normas jurídicas coopera-
tivas, las dinerarias y las no dinerarias. A su vez, deben in-
cluirse las aportaciones obligatorias y las voluntarias. Las 
primeras, no solo limitadas al momento fundacional, sino 
también posteriormente. Por su parte, las voluntarias, aunque 
parten de la autonomía de la voluntad del aportador, reque-
rirán también la aprobación de la cooperativa. Ambas cues-
tiones deberán incorporarse como facultades de la Asamblea 
General en la ley.
Respecto a las aportaciones dinerarias y no dinerarias, se con-
sidera lo siguiente:
La aportación dineraria deberá realizarse en moneda nacio-
nal, preferiblemente a través del desembolso de efectivo, 
aunque pudieran aceptarse otras formas de pago reconocidas 
en Cuba (Resolución 183, de 26 de noviembre de 2020, de 
la ministra presidente del Banco Central de Cuba). En todos 
los casos ha de acreditarse la veracidad de tal aporte por una 
institución bancaria. Esto ofrece seguridad jurídica al acto. El 
aporte dinerario podrá realizarse íntegramente o de manera 
fraccionada, delimitado internamente.
En otro orden, referente a las aportaciones no dinerarias, tal 
como se dispuso anteriormente, deberá enmarcarse legal-
mente su contenido. En todos los casos, resultaría vital la inter-
vención de un tercero experto, que valúe el bien o derecho. Los 
servicios de valuación de activos en Cuba lo pueden prestar un 
grupo de entidades entre las que se encuentran las consultoras 
INTERMAR, CONAS, CIH, CANEC, Bufete Internacional y otras 
como BANDEC y ADESA. Luego de ello, la cooperativa deberá 
aprobar tal avalúo o en caso contrario solicitar uno nuevo.
También resulta esencial que se reconozca expresamente la 
posibilidad de aportar bienes y derechos sujetos a un régi-



La limitada regulación legal y del aprovechamiento como fuente de financiamiento… Yulier Campos Pérez

Boletín de la Asociación Internacional de Derecho Cooperativo 
ISSN: 1134-993X • ISSN-e: 2386-4893, No. 64/2024, Bilbao, págs. 185-224 

218 doi: https://doi.org/10.18543/baidc.2857 • http://www.baidc.deusto.es 

men jurídico especial en Cuba. Específicamente, la tierra, el 
ganado mayor, los tractores y otros vehículos terrestres, las vi-
viendas rústicas y urbanas, solares yermos y derechos de uso 
de azoteas y los derechos de autor y la propiedad industrial.

• Forma de integración y formalidades.
La integración efectiva de los bienes y derechos también re-
quieren la delimitación de determinados presupuestos. En to-
dos los casos ha de distinguirse aquellos bienes o derechos 
cuya transmisión pueda realizarse de manera convencional 
y los que requieren alguna formalidad para su efectiva inte-
gración. En este último supuesto se incluye la aportación de: 
inmuebles rústicos o urbanos, ganado mayor, vehículos te-
rrestres, tractores y los derechos derivados de la propiedad 
intelectual. En todos estos casos deberán aportarse los da-
tos registrales que acreditan la titularidad del aporte y sus es-
pecificidades. De igual manera, no basta que la normativa 
cooperativa los autorice, es imprescindible que su legislación 
específica reconozca el acto jurídico de aportación. En tal sen-
tido, la normativa regulatoria de tales bienes y derechos de-
berá ser modificada en pos de la inclusión de la posibilidad 
del aporte. Esto se relaciona con la idea que defiende la Re-
comendación 193 sobre la Promoción de las Cooperativas, de 
la OIT cuando incluye que: «los gobiernos deberían establecer 
una política y un marco jurídico favorables a las cooperativas 
y compatibles con su naturaleza y función» (Organización In-
ternacional del Trabajo, 2002).
Por último, debe concebirse el trabajo como requisito y no 
como aporte económico al capital social. Las cooperativas 
en Cuba adoptan la forma de Cooperativas de Trabajo Aso-
ciado, el trabajo resulta un aporte esencial de los miembros 
y no excluye la realización de los aportes al capital. La legisla-
ción cooperativa nacional «al establecer la necesidad de que 
los socios participen con su trabajo en la cooperativa, delimita 
que debe ser con independencia de cualquier otro aporte he-
cho, sin declarar la naturaleza de este.19 Los miembros no 
podrán satisfacer dos obligaciones distintas de la misma ma-
nera.

19 MUÑOZ ALFONSO, Y, LÓPEZ GONZÁLEZ, I. y CAMPOS PÉREZ, Y.: Las coopera-
tivas no agropecuarias de primer grado en Cuba. Consideraciones críticas de su régimen 
jurídico, CIRIEC-España, Revista Jurídica de la Economía Social y Cooperativa, No. 32, 
Valencia., 2018. p. 130.



La limitada regulación legal y del aprovechamiento como fuente de financiamiento… Yulier Campos Pérez

Boletín de la Asociación Internacional de Derecho Cooperativo 
ISSN: 1134-993X • ISSN-e: 2386-4893, No. 64/2024, Bilbao, págs. 185-224 

 doi: https://doi.org/10.18543/baidc.2857 • http://www.baidc.deusto.es 219

V. Conclusiones

Luego del análisis realizado previamente puede arribarse a las si-
guientes notas conclusivas:

La regulación jurídica de las cooperativas en Cuba posee nota-
bles carencias de acuerdo con la concepción teórica- jurídica de la 
institución capital social cooperativo de ahí su limitado abordaje de 
la figura. En este sentido, no se reconoce uniformemente la institu-
ción para todos los tipos cooperativos, así como su definición, carac-
teres, principios y funciones. Ello limita la efectividad de las disposi-
ciones jurídicas, el financiamiento de la actividad cooperativizada, la 
participación económica del miembro y la garantía de los terceros 
acreedores.

Por su parte, la regulación nacional respecto a la aportación, su in-
tegración y tipología resulta en extremo asistemática puesto que su 
admisibilidad y forma de realización difiere en dependencia del sector 
cooperativo y no a la naturaleza del aporte. A ello se adiciona que las 
aportaciones que exigen alguna formalidad para su realización no se 
permiten o no se regulan de forma expresa, tal es el caso de la tierra, el 
ganado mayor, las viviendas rústicas y urbanas, los vehículos terrestres 
y los derechos de contenido económico.

En otro sentido, con el estudio de las cooperativas en la provin-
cia de Villa Clara, Cuba se demuestra que existe una notable ausencia 
del reconocimiento de los presupuestos del capital social cooperativo 
y sus aportaciones en la práctica cubana. En consecuencia, se le con-
cede poca importancia a la institución y a sus funciones, lo que pro-
voca a su vez, preferencia de financiamiento de fuentes externas, con-
cepción formal de las aportaciones y baja participación económica de 
los miembros.

Por último, los presupuestos jurídicos del capital social coope-
rativo que deben sustentar su régimen jurídico en Cuba de forma 
unitaria y sistemática conciben la necesidad de aprobación de una 
Ley General de Cooperativas y su correlación con la autorregulación 
interna. La ley general deberá incluir la definición del capital social, 
caracteres, principios y funciones, el acto de aportación, naturaleza 
jurídica, caracteres, efectos e integración. Por su parte, mediante la 
autorregulación se reglamentaría el capital mínimo, principios de de-
terminación y desembolso mínimo, concreción de los diferentes tipos 
de aportes, forma y límite de los aportes fraccionados, facultades de 
la Asamblea General en torno al capital social y forma de transmisión 
de los aportes.
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